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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 807/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO Y OTRA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR
San Luis Potosí, S.L.P., a dieciocho de diciembre de dos mil dieciocho.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 807/2018-3, promovido por **********, contra actos del Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de San Luis Potosí y Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal, de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí;  y

R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante acuerdo del cinco de octubre de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito firmado por **********, mediante el cual demanda al Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de San Luis Potosí y de la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal, de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; por la nulidad del siguiente acto: “… la resolución con número de oficio ********** emitida por la Dirección General de Ingresos y Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Secretaría de Finanzas, emitido el **********, y notificado el ********** del presente año, donde resuelve el recurso de revocación como inoperante…”; del cual tuvo conocimiento el veinticuatro de dos mil dieciocho, en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera..- Por proveído de siete de noviembre de dos mil dieciocho,  se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado al actor con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda; se admitieron las pruebas correspondientes de las partes, y se fijó fecha y hora para la audiencia final, para el día veintiuno de noviembre de del presente año..- Por auto de fecha  veinte de noviembre de dos mil dieciocho, se difiere la audiencia de ley y se fija  nueva fecha para su desahogo, la cual tuvo verificativo el día el cinco de diciembre de dos mil dieciocho. Dicha audiencia, se verificó sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, hace constar que no existen pruebas pendientes que desahogar y se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza; en etapa de alegatos, que no se formularon estos por ninguna de las partes; y se citó para resolver el presente juicio.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, al tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora, compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con el original del acto impugnado, visible en fojas 11 a la 14 de este sumario.  
La personalidad del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien compareció en representación de la demanda, quedo acreditada a través de la copia certificada de su nombramiento que obra a foja 67 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Las documentales anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad  de la nulidad de la Resolución dictada en el Recurso de Revocación administrativa de fecha **********, contenida en el Oficio No. **********emitida por la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en el que resuelve el recurso de revocación interpuesto por la hoy  actora en contra de la resolución que determina Multas por Infracciones Establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, identificada con el crédito fiscal **********, emitida por la propia Dirección General de Ingresos, visible en fojas 11 a la 14 de este sumario; acto administrativo que exhibió la parte accionante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
La parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, las documentales visibles en fojas 10 a la 81 de este sumario, que se detallan: 1.- Resolución dictada en el Recurso de Revocación administrativa de fecha **********, contenida en el Oficio No. ********** 2.-  escrito del recurso de revocación de fecha **********; 3.- Acta de Notificación de fecha **********, del requerimiento **********4.- Oficio de requerimiento**********Notificación  de fecha ********** 5.- escrito signado por la actora con acuse de recibido de fecha **********, dirigido a la Secretaría de Finanzas del Estado de San Luis Potosí; 6.- Formulario Múltiple de pago de fecha **********, 7.- Copia de la Cedula profesional a nombre ********** y 8.- Copia simple de su identificación oficial, y la Instrumental de Actuaciones y Presuncional Legal y Humana; documentales referidas, que hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para acreditar lo inserto en ellas.
La autoridad demandada, para acreditar la legalidad del acto impugnado, ofreció las siguientes documentales que obran a fojas 69 a la 145 de este sumario: 1.- Resolución dictada en el Recurso de Revocación administrativa de fecha **********, contenida en el Oficio No. **********2.- Requerimiento de obligaciones omitidas**********3.- Oficio de multas por infracciones  relativo al crédito fiscal **********; 4.- Copia  certificada del expediente administrativo relativo a la resolución que constituye  el acto impugnado; asimismo ofreció la instrumental  de actuaciones y la Presuncional Legal y Humana, documentales con pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ellos, conforme lo establecido en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia..- Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”
En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada al producir su respectiva contestación de demanda, hizo valer la falta de legitimación pasiva, en virtud de que en el presente juicio se  señala como autoridad demandada a la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, sin que ninguno de los actos impugnados fueron emitidos por dicha autoridad; misma que relaciona con la causal de sobreseimiento que interpone contenida en los artículos  228 fracción XI y 229 fracción VIII  del Código Procesal Administrativo del Estado; excepción y causal que resulta improcedente, en virtud de que dicha Dirección, es una unidad administrativa dependiente de la Secretaría de Finanzas, a la cual corresponden originariamente las atribuciones y facultades fiscales que ejercita aquella, quien dependen jerárquicamente y omite el acto impugnado en el presente juicio, de conformidad con el artículo 3º fracción II del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado. 

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 2 a la 7  de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599, que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- En ese orden de ideas, previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala estima necesario precisar, que  a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos  procedimentales; aunado a que, al emitir la sentencia, es obligación de este Tribunal examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, debiéndose precisar, que el estudio de los conceptos de impugnación de la actora en su escrito de demanda, se estudiarán tomando en consideración para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio.
Tiene aplicación a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”

Precisado lo anterior, nos ocuparemos del segundo concepto de impugnación que plantea el actor en su escrito de demanda, el cual en la parte que interesa literalmente refiere:  

“…2.- Falta de Fundamentación y motivación hacia la imposición del crédito fiscal en relación a los artículos 45, 179 y 181 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.”
“…Dentro de la imposición de esta multa, es de carácter irregular e ilegal de conformidad con (…), ya que la Secretaría no analiza  las cuestiones planteadas que se presentaron dentro del recurso de revocación, debido a que no expresa los motivos y la fundamentación legal para imponer este aprovechamiento como se señala a continuación.”
“…Por lo que existen indudables irregularidades al numeral 179 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, porque no expresa el análisis para declarar de improcedente el recurso de revocación. De igual manera, es importante destacar que también se inobservan distintos apartados de los agravios que se presentaron el **********, por tal motivo la autoridad inobservó diversos apartados de los agravios, por eso es pertinente declarar de improcedente estos agravios, tal como lo refiere el numeral anterior: (…).”
“…Si bien dentro del agravio numero dos dentro del recurso de revocación, la Secretaria de Finanzas de San Luis Potosí, solo expresa la actualizaciones del supuesto aprovechamiento pero no expresa los motivos o hechos suficientes para imponerme esta multa, que indudablemente viola mi capacidad económica  y contributiva (…).”
Del estudio y análisis practicado, esta Tercera Sala Unitaria determina que resulta fundado y suficiente, para determinar la ilegalidad del acto impugnado. 
Lo anterior es así, toda vez, que las autoridades demandadas, al dictar la Resolución de fecha **********, relativa al Recurso de Revocación administrativa, contenida en el Oficio No. **********emitida en la que se determinó confirmar el Crédito Fiscal No. **********con número de requerimiento ********** omite analizar con profundidad y circunstanciadamente el agravio primero expuesto por el recurrente, en lo relativo a lo que argumentó en su escrito de interposición del recurso, respecto de  que la citada determinación crediticia, respecto de que la imposición de los  créditos fiscales, no tienen los requisitos necesarios para que sea completamente valido y no contrario a derecho, aunque esa honorable autoridad expresa su voluntad jurídica para establecerle esos accesorios, el oficio con numero de crédito (…),  debe ser preciso y claro de acuerdo a una pretensión específica, que indique la imposición de esas sanciones, por lo que no se encuentra fundado y motivado; situación que al no atenderse de manera exhaustiva por parte de la demandada, deja en estado de indefensión al hoy actor, toda vez que la autoridad demandada fue  omisa de manera absoluta en estudiar y efectuar un examen jurídico del agravio planteado, lo que genera que se haya emitido sin debida fundamentación y motivación que está concatenada con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, lo cual se desprende de la misma resolución que se recurre, que obra en fojas 135 a la 142 del expediente; lo que establece una clara violación a lo dispuesto en los artículos 14, 16 y 17 Constitucional. 

Es menester señalar que el agravio primero de que se duele el actor, consta en el escrito de Interposición del Recurso de Revocación, que fue ofrecido por el accionante en su escrito de demanda visible en fojas 18 a la 21 de este sumario, el cual tiene valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en él,  conforme lo establecido en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
En ese orden de ideas, se desprende que resulta ilegal la resolución impugnada dictada dentro del Recurso de Revocación que interpuso el actor ya que pugna con las pautas de seguridad jurídica, establecida en la Constitución Federal, siendo que dicha determinación se dictó sin la debida fundamentación y motivación a lo solicitado por la accionante, los cuales están concatenadas con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, lo cual no aconteció en el caso que nos ocupa, lo que se traduce en una violación al artículo 17 de nuestra Carta Magna.
En efecto se desprende del texto del acto impugnado en el Considerando Tercero, que la autoridad demandada no hizo pronunciamiento alguno con relación a lo que argumentó el actor respecto de que el crédito fiscal **********debe ser preciso y claro de acuerdo a una pretensión específica, que indique la imposición de esas sanciones, que se traduce a la tipicidad de la sanción, por lo que no se encuentra fundado y motivado.
Argumentación que resulta correcta, siendo que se aprecia del análisis efectuado a la resolución impugnada, contenida en el documento determinante del crédito fiscal **********, motivo del Recurso de Revocación, que en el mismo  se impuso a la parte actora diversas multas por concepto de la omisión o presentación extemporánea por requerimiento de autoridad, de la declaración de pago mensual del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, correspondiente; y se le aplicó una sanción económica con los siguientes motivos y fundamentos:

La demandada en el acto impugnado en su apartado relativo a la motivación  señala lo siguiente:

"Se determinó multa por la OMISIÓN o PRESENTACIÓN EXTEMPORÁNEA no espontáneo de la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, correspondiente al mes de (…) toda vez que previamente a la presentación del mismo, fue requerido mediante requerimiento de Autoridad número (…)."

(Lo resaltado es nuestro)
Así mismo, la autoridad demandada invoca como precepto legal en que sustenta la infracción, el artículo 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado, que a la letra dispone lo siguiente:

“ARTICULO 153.- "Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 

“I. No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores;.."

(lo resaltado es nuestro)

Ahora bien, del precepto legal que funda la infracción para la imposición de multas, se desprende medularmente que son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes conductas: 

No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o bien presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores.

Por lo que tomando en cuenta los motivos y fundamentos antes expuestos, la autoridad demandada determinó imponer al actor una sanción de multa, respecto de cada uno de los períodos que se contienen en la resolución combatida, precisando al efecto en la Motivación, que la multa se determinó por OMISIÓN O PRESENTACIÓN EXTEMPORANEA NO ESPONTANEO DE LA DECLARACIÓN, lo cual comprende dos de los supuestos establecidos en el numeral 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado, ambos totalmente distintos y contradictorios, pues uno se refiere a la omisión de la declaración de pago mensual del Impuesto sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, lo cual significa una abstención de hacer, y por otra parte la presentación extemporánea no espontánea de la declaración, lo cual implica un acto de realización, los cuales por su significado totalmente opuesto no pueden coexistir, por lo que se trata de dos hipótesis distintas.

Ahora bien, el fundamento expuesto con motivo de la infracción (artículo 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado) comprende diversos supuestos de infracción relativos al pago de contribuciones, como son:

1. No presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o
2. presentarlos extemporáneamente, o
3. incompletos  o
4. con errores.

Como se ve, dicho precepto legal denota una conjunción disyuntiva que desune o separa cada uno de los supuestos que prevé dicha norma, generando hipótesis de infracción autónomas. 

Por tanto, es menester precisar que la "o" se conceptualiza en términos del Diccionario de la real Academia Española de la Lengua de la siguiente manera: (Del lat. aut).

"1. Conj.disyunt. Denota diferencia, separación o alternativa entre dos o más personas, cosas o ideas." 
Conforme a lo anterior, tenemos que "o" significa una conjunción disyuntiva, con la que se indica diferencia, separación o alternativa entre dos o más personas, cosas o ideas.

En este sentido, es advertirse como lo refiere el actor, la autoridad demandada en ese crédito fiscal, no especificó de manera concreta cuál de los supuestos de infracción se adecuaba a la conducta atribuida al contribuyente, ello al pretender sancionar a la parte actora, con la imposición de multas, a virtud de la actualización de dos supuestos que resultan contradictorios entre sí, máxime que como quedo señalado, la Omisión de la declaración de pago mensual del Impuesto sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal, y la Presentación extemporánea de la declaración, por su significado totalmente opuesto no pueden coexistir, al tratarse de dos hipótesis distintas, una consistente en abstención y otro de realización.

En ese orden de ideas, y atendiendo al principio de tipicidad, si el dispositivo legal en el que fundamenta la infracción la emisora, lo es el artículo 153 fracción I, del Código Fiscal del Estado, la autoridad está obligada a encuadrar la hipótesis normativa que considera infringida con la conducta del contribuyente, de tal manera que no exista duda que cometió la infracción; lo anterior es así, en tanto que el principio de tipicidad se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inequívoca de la infracción, y supone en todo caso la presencia de una ley cierta que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones, por lo tanto, si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la autoridad debe acreditar en su resolución que la conducta realizada por el afectado encuadra exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, como lo ha sostenido el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia de la Novena Época, Registro: 174326, Instancia: Pleno, Fuente:, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Agosto de 2006, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: P./J. 100/2006 , Página: 1667

“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.”
Por otra parte, tomando en consideración la interpretación estricta de las normas infractoras, en términos del numeral 2º del Código Fiscal del Estado, la autoridad demandada se encontraba obligada a motivar la conducta infractora acorde al supuesto concreto de incumplimiento del contribuyente, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente, por lo que al no haber actuado en tal forma, se quebranta el principio de aplicación estricta de las normas.

En esa tesitura debe sostenerse que contrario a lo que afirma la demandada en la resolución dictada en el Recurso de Revocación reclamada, el documento determinante del crédito fiscal en análisis, que motivo el recurso de revocación interpuesto por el actor, se encuentra indebidamente motivado, en contravención a lo establecido en el artículo 16 Constitucional, y en concordancia con el artículo 46 fracción IV, del Código Fiscal del Estado, por tanto resulta ilegal, ya que debió atender a la tipicidad del mismo, como se razono anteriormente, circunstancia que no analizó la autoridad demandada al resolver el acto que ahora se impugna, debe señalarse que en el caso que nos ocupa, al derivar el crédito fiscal reclamado, de un ejercicio de una facultad discrecional de la autoridad, en la que emitió el requerimiento y un crédito fiscal, se debe entender como una  nulidad total no para efectos, ya que no se puede ordenar a la autoridad administrativa a que dicte nueva resolución, porque propicia un estado de inseguridad jurídica para el particular afectado con ese acto y una desigualdad de las partes en el juicio al permitir la reposición y perfeccionamiento del acto de molestia pronunciado por una autoridad en perjuicio del particular a quien se le dirige, ya que al darle ese efecto, se estaría obligando a la autoridad a actuar, encontrando nuevos elementos para fundar y motivar debidamente la nueva resolución.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación No. 402, visible en la página 666 del Tomo Parte III, Sección Administrativa de la Séptima Época del Apéndice de 1975, la cual contiene: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACIÓN, GARANTÍA DE. Para que la autoridad cumpla la garantía de legalidad que establece el artículo 16 de la Constitución Federal en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de sus determinaciones, en ellas debe citar el precepto legal que le sirva de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a la conclusión de que el asunto concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca”. 

Así también es aplicable la Tesis emitida por este Tribunal, publicada en su Obra Conmemorativa, 55 años del Tribunal Fiscal de la Federación, página 667, que a continuación se transcribe: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.- CUÁNDO SE SATISFACEN ESTOS REQUISITOS.- Se cumple con estos requisitos cuando los actos de autoridad contengan los datos mínimos necesarios que permitan al particular conocer las razones y los fundamentos legales en que se apoyan, y que le permitan, en un momento dado, formular una defensa adecuada, evitando que quede en estado de indefensión, pues éste es el fin primordial del cumplimiento de la garantía de legalidad exigida por el artículo 16 Constitucional.”

En tal virtud, resulta ilegal, la determinación que hace la autoridad demandada en el acto impugnado, en cuanto a la determinación  de confirmar el Crédito Fiscal No. **********con número de requerimiento **********, por las razones que expone en el considerando Segundo, ya que debió avocarse al estudio de la tipicidad que hace valer mismas, según se reseñó en párrafos anteriores de este considerando. 

En consecuencia se procede ordenar el dictado de una nueva resolución por tratarse de un acto que se emitió en respuesta a una petición  interpuesta por el particular, pues de lo contrario se dejaría sin resolver  la misma, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que la autoridad demandada deberá emitir una nueva resolución en respuesta al recurso de revocación interpuesto  por el hoy actor, en el escrito de fecha ********** en el que analice en su integridad lo argumentado en el agravio primero, bajo los lineamientos vertidos en esta sentencia. 

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en  la Resolución de fecha **********, contenida en el Oficio No. **********dictada dentro del Recurso de Revocación que interpuso la accionante en contra de la Determinación de Multas **********, relativo al crédito fiscal No **********, emitida por la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, ya que la resolución que emite pugna con las pautas de seguridad jurídica, establecida en la Constitución Federal y por consecuencia la NULIDAD TOTAL, dejándola sin efecto legal alguno; de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.

Debiendo la autoridad demandada dictar una nueva resolución en el recurso de revocación interpuesto por el actor, en donde prescinda de confirmar el Crédito Fiscal **********y en donde declare la nulidad lisa y llana del acto administrativo materia del recurso de revocación, atendiendo a los razonamientos expuestos en este considerando, dejando intocado lo que no fue materia de este juicio.

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan, debiendo informar sobre su cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales  249, 250 fracción II,  251,  252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado y por consecuencia se decreta su NULIDAD TOTAL dejándolo sin efecto, de acuerdo a los razonamientos y para los precisados  en el considerando Sexto de la presente sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la  Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

 Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-RUBRICAS.-

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
